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OPINIÓN 
  

Rigidez laboral insostenible 
para las PYME 

Señor Director: 

No creo lo que acabo de vivir. Mi empresa tiene 

10 años, la levantamos a pulso, sobrevivimos a la 

peor crisis inmobiliaria que nos ha tocado y pen= 

saba que ya habíamos pasado lo más difícil. Pero 

no. Hoy siento una rabia enorme con este país 

y su agenda 100% pro empleado, sin pensar un 

segundo en el motor de la economía: las PYME. 

Parto por la indemnización por años de servi- 

cio: desde el día uno, trabajador y empleador 

acuerdan un sueldo y condiciones. ¿Por qué, si 

mañana necesito despedir, debo pagar un “ex- 

tra”, aun cuando la empresa esté en una situación 

complicada e incluso con pérdidas? En EEUU, por 

ejemplo, esto no existe. Puedes trabajar 30 años 

y, si te despiden, es costo cero. 

Ahora me topé con la famosa “semana corrida”. 

En resumen: si el trabajador tiene sueldo base 

más variable, se calculan vacaciones y otros pagos 

promediando comisiones y, además, el empleador 

debe pagar domingos y feriados como si se hu- 

biesen trabajado. ¿Es mi culpa que haya feriados? 

En mi caso, este cálculo significó un pago que 

equivale a casi un mes entero de utilidades... y 

eso, de una persona que me dejó botado sin un 

mes de aviso, me bajó las ventas, obligó a rearmar 

el equipo y se llevó información confidencial. 

En resumen, fue como si este año esta persona 

hubiera sido socio en un 8,3% de la empresa sin 

asumir ningún riesgo, y todo en un solo día. 

Esto es insostenible. Ninguna PYME puede tener 

provisionados montos así, menos con ventas a 

la baja, costos altos y la famosa “Ley de pago a 

  

30 días” que no funciona. Realmente espero que 

la Agenda ProPYME se retome con seriedad en el 

próximo gobierno. 

PABLO ZAROR 
GERENTE GENERAL REALKON 
  

Seguro de invalidez: 
aprobado, no resuelto 

Señor Director: 

La Comisión de Trabajo del Senado aprobó en ge- 

neral y por unanimidad el proyecto que traspasa 

el Seguro de Invalidez y Sobrevivencia (SIS) al Se- 

guro Social. Aunque busca cumplir la Ley 21.735, 

mantiene en las AFP funciones clave como el 

pago de beneficios y el soporte a las Comisiones 

Médicas, rompiendo con el principio de unidad. 

Este diseño fragmentado eleva costos, genera 

mayor burocracia y deja expuestos al sistema y a 

sus afiliados a riesgos financieros y de gestión. Si 

no se incorporan mejoras al funcionamiento del 

SIS que permitan abordar el alza sostenida de la 

siniestralidad y de las primas, el Fondo Autónomo ¿ 

de Protección Previsional enfrentará presiones 

financieras que ponen en riesgo su sostenibili- 

dad, desde el inicio de su puesta en marcha. Es de 

esperar que, en la discusión particular, se corrijan 

estas deficiencias para asegurar un sistema co- 

herente, sostenible y que entregue prestaciones 

oportunas y de manera eficiente a las personas 

afiliadas. 

ESTEBAN ÁVILA 
ABOGADO, LIBERTAD Y DESARROLLO 
  

INGRID JONES 
ECONOMISTA, LIBERTAD Y DESARROLLO 
  

Ley Karin: desatar nudos para cumplir 
el propósito 

1 cumplirse un año de vigencia de la Ley 

Karin, sin duda una normativa hecha con 

las mejores intenciones, vemos que su 

implementación ha sido compleja, costosa 

y necesita de ajustes para poder cumplir con 

su loable propósito de promover el buen trato 

laboral. 

Recientemente, la Dirección del Trabajo infor- 

mó que durante estos 12 meses de aplicación, se 

han reportado 44.212 denuncias en empresas del 

sector privado. De ellas, solo 18.367 (42%) son 

clasificadas dentro del ámbito de la Ley Karin. 

Por su parte, de las 3.513 fiscalizaciones termina- 

das por la Dirección del Trabajo (hay un retraso 

significativo), solo en 747 casos se constató 

vulneración de la ley, menos del 2% del total de 

las denuncias presentadas. 

Son datos muy relevantes, que dan cuenta de 

que la ley presenta la debilidad de no contem- 

plar un control previo de admisibilidad de las 

denuncias para verificar si ellas califican o no 

dentro del ámbito de esta legislación. En cambio, 

se establecen una serie de obligaciones para las 

empresas, entre las cuales destaca contar con 

un protocolo preventivo de situaciones de acoso 

laboral, acoso sexual y violencia externa, que 

debe ser incorporado en su reglamento interno, y 

desarrollar actividades de difusión y capacitación 

sobre la ley. 

Además, si se produce una denuncia por 

alguna de las causales previstas en el articulado, 
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“La norma parece pensada 
para la gran y mediana 
empresa, Lab impone 
obligaciones de difusión e 
investigación y medidas de 
resguardo me no están al 
alcance de la gran mayoría de 
pequeñas y micro empresas”. 

se exige que las empresas tomen de inmediato 

medidas de resguardo que protejan a las perso- 

nas denunciantes, tales como separación física, 

cambios de jornada y atenciones psicológicas 

tempranas, mientras realizan procesos de inves- 

tigación interna o derivan estas investigaciones 

ala Dirección del Trabajo. 

CARTAS 

TRIBUNA LIBRE 

DIARIO FINANCIERO / MARTES 19 DE AGOSTO DE 2025 

  

: Regla fiscal en infraestructura 

: Señor Director: 

: El próximo gobierno enfrenta grandes desa- 

: fíos. Por eso, el CPI elaboró un informe con 36 

: propuestas para los candidatos presidenciales 

: en materia de infraestructura, que incluye como 

: ámbito clave el financiamiento. En este marco, 

: se propone una “regla fiscal” específica para la 

: inversión pública en infraestructura. Hoy, el fi- 

: nanciamiento de obras estratégicas está sometido 

: ala disponibilidad de recursos, lo que limita la 

; capacidad del Estado para planificar con visión de 

: largo plazo y genera una alta vulnerabilidad ante 

3 ciclos económicos adversos. Chile invierte, en 

: promedio, 2,1% del PIB en infraestructura públi- 
: ca, insuficientefrente a países que llegan a 5%. 

: Esta regla permitiría que el Estado dinamice 

: la economía, generando empleo y continuidad 

¿ abras para la conectividad, sostenibilidad y 

: bienestar social. 

: Laimplementación exigiría también fortalecer las * 

capacidades institucionales, establecer mecanis- 

: mos de evaluación transparentes y una priori- 
: zación de los recursos. Pero, sobre todo requiere 

: voluntad política y una visión que entienda la 

: inversión pública como motor de desarrollo. Esta 

: regla fiscal no es un lujo, sino una herramienta 

: estratégica. 

: CARLOS ZEPPELIN . 
: DIRECTOR CONSEJO DE POLÍTICAS DE INFRAESTRUCTURA 
  

: Regulación del gas natural 

: Señor Director: 
: A partir de mi columna de la semana pasada, se 

Pero la abultada cantidad de casos hace que la 

Dirección del Trabajo esté tardando en algunos 

casos hasta seis meses en terminar sus inves- 

tigaciones, cuando la ley indica que debiera ha= 

cerlo en 30 días. Y cuando las empresas realizan 

las investigaciones de manera interna, deben 

derivar sus informes para el pronunciamiento a 

una Dirección del Trabajo que se encuentra total- 

mente sobrepasada. 

De aquí deriva una compleja situación, tanto 

a nivel procesal -por el incumplimiento de los 

plazos-, como en el deterioro del clima laboral y 

las confianzas en las investigaciones que conlle- 

va tardanzas tan grandes. Para muchas empresas 

e incluso para los trabajadores denunciantes, es 

muy difícil sostener por tanto tiempo la imple- 

mentación efectiva de las medidas de resguardo. 

Con el foco puesto en la construcción de es- 

pacios laborales basados en el respeto y el buen 

trato, otro nudo que urge desatar va en la línea 

de permitir que en el sector privado se puedan 

implementar sanciones similares a las del sector 

público en caso de denuncias realizadas de mala 

fe o de manera infundada, incluyendo la posibi- 

lidad de despido por faltas a la probidad. Porque 

el daño a la persona denunciada sin fundamento 

no es solo laboral, sino que afecta también la 

esfera personal y familiar. 

Otra situación contemplada en la ley y que ha 

demostrado falencias, se refiere a lo que ocurre 

con la violencia contra los trabajadores que tiene 

¿ abrió una discusión necesaria sobre el rol del gas 

3 natural y su regulación. 
i En respuesta a la carta del señor Rafael Loyo- 

: la, director ejecutivo de AGN, del 13 de agosto, 

¿ preciso: la ley establece que el criterio rector para 

i la operación del sistema eléctrico nacional es, 

: en primer lugar, la seguridad. Como ejemplo, el 

¿ costo del apagón del 25F para el país fue de 

: US$ 450 millones. Chile es líder mundial en reno- 

vables, pero su intermitencia requiere respaldo. 

: Enla zona centro-sur, donde opera Nehuenco, no 

i existe el despliegue masivo de baterías como en el 

: norte y, por tanto, el gas es el mejor respaldo por 

3 costo e impactos ambientales. 

: Para resguardar la seguridad de Arica a Chiloé -y 

¿ más allá del interés de ciertos actores renova- 

i bles- se necesitan condiciones regulatorias que 

: garanticen la disponibilidad de ese gas. Por tanto, 

: la seguridad del sistema no es solo un “objetivo 

: legítimo”, como plantea el señor Loyola, sino un 

mandato legal. 

En relación con la carta del señor Carlos Cortés, 

i presidente ejecutivo de la Asociación de Empresas 

¿ de Gas Natural, del 14 de agosto, suscribo lo 

; expresado: la seguridad energética es clave en 

¿ una matriz cada vez más limpia, pero dependien- 

te de lluvias, sol y viento. Esto exige respaldo 

3 24/7. El gas natural entrega estabilidad, gestiona 

renovables y evita apagones o mayores costos. 

: Sin incentivos para contratos firmes de GN, se 

3 recurre más al diésel, caro y contaminante. Urge 

¿ una regulación que alinee decisiones privadas con 

i el interés colectivo e incentive la disponibilidad 

; de GN, en línea con el plan de descarbonización. 

3 LUIS LE- FORT ' o 
i GERENTE DE GESTIÓN DE ENERGÍA DE COLBÚN 
  

  

un origen externo a la empresa. Para estos casos, 

debiera estipularse con mucha mayor preci- 

sión la responsabilidad específica del emplea- 

dor basándose en sus reales posibilidades de 

prevención y colaboración, considerando que la 

obligación de velar por la seguridad pública recae 

en el Estado. 

Cabe mencionar también que la Ley Karin 

parece ser una norma pensada -o al menos apli- 

cable- para la gran y mediana empresa, porque 

impone obligaciones de difusión, de investiga- 

ción y medidas de resguardo que claramente no 

están al alcance de la gran mayoría de pequeñas 

y micro empresas, que carecen de los recursos y 

capacidades para cumplir con las altas exigencias 

contenidas en la norma. 

Desde el mundo empresarial reafirmamos 

nuestro total compromiso con la promoción del 

buen trato al interior de las empresas, así como 

con la importancia de ser agentes activos de un 

cambio cultural donde la dignidad de la persona 

esté al centro de cualquier decisión. Pero los 

nudos que se han detectado hasta ahora en la 

aplicación de la Ley Karin, revelan la necesidad 

de hacer correcciones en forma urgente, con 

una mirada sistémica y acorde a la realidad del 

mundo de trabajo. Solo así se logrará avanzar 

en el propósito de erradicar cualquier tipo de 

abuso al interior de las empresas, fortaleciendo 

relaciones basadas en el respeto, la empatía, la 

confianza y la colaboración.
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